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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 3 de junio de 2022. 

I. 

 El 3 de febrero de 2022, el Municipio de San Juan (el 

Municipio o parte apelante) presentó una Apelación en la que solicitó 

que revoquemos una Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el 16 de diciembre de 

2021.1 Mediante ésta, el TPI declaró “Ha Lugar” la Demanda 

presentada por Power Comm, Inc. (Power Comm o la parte apelada) 

contra el Municipio. En consecuencia, ordenó al Municipio pagar 

$28,000.00 por concepto de los servicios prestados y no pagados y 

$117,477.00 por daños contractuales. Además, le impuso el pago de 

$3,000.00 por honorarios de abogado y le condenó al pago de las 

costas y gastos incurridos por la parte apelada en el pleito. 

 En la misma fecha en que fue radicada la Apelación, el 

Municipio presentó una Moción Solicitando Autorización para la 

 
1 Notificada a las partes el 20 de diciembre de 2021. Apéndice de la Apelación, 

anejo LVII, págs. 300-311.  
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Transcripción de la Prueba Oral como Mecanismo para Considerar la 

Impugnación de la Apreciación de la Prueba en el Caso de Autos. 

Informó que inició las gestiones ante el TPI para obtener la 

regrabación de los procedimientos.  

 En atención a ambos escritos presentados por el Municipio, el 

7 de febrero de 2022 emitimos una Resolución en la establecimos el 

cual procedimiento que regiría el caso hasta el perfeccionamiento 

del recurso. Advertimos a las partes que debían realizar esfuerzos 

razonables para lograr una transcripción de la prueba oral 

estipulada.  

 El 28 de febrero de 2022, el Municipio y Power Comm 

presentaron una Moción Informativa Sometiendo Transcripción de la 

Vista de 13 de agosto de 2021. Junto a esta, sometieron la 

transcripción de la prueba oral estipulada (TPO) del juicio celebrado 

el 13 de agosto de 2021.  

 El 18 de marzo de 2022, el Municipio presentó su Alegato 

Suplementario. En el mismo, reiteró sus planteamientos e hizo 

referencia a las porciones de la TPO en las que el Ing. Quintín Ramos 

Seda (Presidente de Power Comm o Ing. Ramos Seda) atestó que 

tomó la decisión voluntariamente de no volver a participar en 

subastas del Gobierno y el Municipio.  

 Tras concederle una prórroga, el 13 de abril de 2022, Power 

Comm presentó Alegato de la Parte Apelada. Arguyó que procedía 

denegar de plano la Apelación y confirmar la Sentencia apelada. 

Además, en esa misma fecha, presentó su Réplica a Alegato 

Suplementario, en el cual reiteró que procedía confirmar la Sentencia 

apelada. 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes y el estudio 

de la TPO, pormenorizaremos los hechos atinentes a la Apelación. 

 

 



 
 

 
KLAN202200079    

 

3 

II. 

El caso de marras tuvo su génesis en una Demanda sobre 

incumplimiento de contrato y cobro de dinero presentada el 18 de 

octubre de 2018 por Power Comm contra el Municipio.2 Junto a 

ésta, incluyó los siguientes documentos: i) Registry of Corporations 

and Entities para la corporación Power Comm; ii) Contrato de 

Servicios, suscrito por el Municipio y la parte apelada el 28 de agosto 

de 2014; iii) Contrato de Servicios suscrito por las partes de epígrafe 

el 21 de junio de 2015; iv) Certificación sobre Otorgamiento de 

Contrato, Escritura o Documento Relacionado de la Oficina del 

Contralor, con fecha de 28 de agosto de 2014; y v) Certificación sobre 

Otorgamiento de Contrato, Escritura o Documento Relacionado de la 

Oficina del Contralor del 21 de junio de 2015.  

El 27 de marzo de 2019, el TPI le anotó la rebeldía al 

Municipio.  

Tras varios trámites procesales, el 3 de abril de 2019, el 

Municipio presentó Moción de Reconsideración y en Solicitud de 

Levantamiento de Anotación de Rebeldía y su Contestación a 

Demanda.3 En su contestación, el Municipio negó la mayoría de las 

alegaciones de la Demanda y levantó varias defensas afirmativas.  

El 10 de abril de 2019, el TPI emitió una Orden mediante la 

cual levantó la rebeldía al Municipio y le ordenó presentar la 

contestación a la Demanda nuevamente. A su vez, señaló la 

conferencia inicial para el 14 de mayo de 2019.4 Posteriormente, el 

foro de primera instancia reseñaló la conferencia inicial para el 3 de 

junio de 2019.5 

 
2 Íd., anejo I, págs. 1-18. 
3 Íd., anejo XVI, págs. 58-63. 
4 Íd., anejo XVII, pág. 64. Véase, además, anejo XVIII, págs. 65-67 del apéndice 

de la Apelación. 
5 Íd. anejo XIX,, pág. 68. 
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El 31 de mayo de 2019, las partes presentaron el Informe para 

el Manejo de Caso.6 La conferencia inicial fue celebrada en la fecha 

señalada.7 

El 15 de enero de 2020, las partes presentaron el Informe 

Preliminar de Conferencia con Antelación a Juicio.8 En éste, 

estipularon el Contrato 2015-001170, el Contrato 2015-001170-A y 

el Contrato 2016-000074. Además, informaron nueve (9) 

estipulaciones de hechos conjuntas.9 

La Conferencia con Antelación a Juicio fue celebrada el 16 de 

enero de 2020.10 De la Minuta surge que el Municipio estipuló que 

los trabajos para los cuales fue contratada Power Comm fueron 

realizados y aceptados. A su vez, se desprende que las partes 

estipularon la autenticidad y el contenido de los tres contratos. La 

única controversia que quedó pendiente fue si Power Comm sufrió 

daños a consecuencia del impago. Así, el TPI dispuso que el 

Municipio tendría sesenta (60) días para contestar una oferta por la 

totalidad de lo adeudado y hacer una contraoferta por la cuantía de 

los daños. Las partes reafirmaron que su estipulación fue en cuanto 

a “que el contrato existe, que el contrato se cumplió y que la obra se 

entregó”. El TPI señaló la vista evidenciaria o juicio en su fondo en 

cuanto a los presuntos daños para el 26 de marzo de 2020.  

El 18 de febrero de 2021, la parte apelada presentó una 

Moción al Amparo de la Regla 10.3 para que se Dicte Sentencia por 

las Alegaciones.11 Solicitó al TPI que dictara sentencia parcial en 

cuanto a la suma de $28,000.00 y condenara a la parte apelante al 

pago de intereses legales sobre dicha cuantía, pago de costas, gastos 

legales y honorarios de abogado. 

 
6 Íd., anejo XXII, págs. 71-79. 
7 Véase la Minuta de la conferencia inicial. Íd., anejo XXIII, págs. 80-82. 
8 Íd., anejo XXV, págs. 101-123. 
9 Íd., págs. 104-105. 

10 Véase Minuta del 16 de enero de 2020. Íd., anejo XXXVI, págs. 124-129. 
11 Íd., anejo XLI, págs. 136-148. 
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Luego de varios trámites procesales, las partes sometieron un 

Informe Enmendado de Conferencia con Antelación a Juicio (Informe 

de CAJ).12 En la Parte IV, acápite (C), añadieron la siguiente 

estipulación de hechos: “[q]ue el Municipio no pagó la cantidad 

adeudada y vencida”.  

El 2 de junio de 2021 se celebró una Conferencia con 

Antelación al Juicio con el fin de discutir el Informe de CAJ 

enmendado.13 El Municipio estipuló las doce (12) determinaciones 

de hechos propuestas por Power Comm y la parte apelada estipuló 

las cinco (5) determinaciones de hechos propuestas por el Municipio 

en el Informe de CAJ Enmendado. En síntesis, las partes estipularon 

que la deuda de $28,000.00 estaba vencida, era líquida y exigible. 

El juicio en su fondo, sobre los daños contractuales, fue señalado 

para el 1 de julio de 2021. 

Finalmente, el juicio fue celebrado el 13 de agosto de 2021.14 

La prueba testifical de Power Comm consistió en el testimonio del 

ingeniero Ramos Seda. 

En síntesis, el Ing. Ramos Seda atestó que Power Comm tuvo 

que reinventarse debido a que, ante la falta de pago del Municipio, 

éste tomó la decisión de no volver a ofrecer servicios profesionales 

con entidades del Gobierno.15 Añadió que el factor más importante 

para la reducción de los ingresos de Power Comm del año 2015 al 

año 2016 fue la cancelación del contrato con el Municipio de San 

Juan.16  

Las partes estipularon las cuatro facturas sobre los servicios 

prestados por la parte apelada al Municipio. Además, el Tribunal 

admitió en evidencia los estados financieros de Power Comm de los 

 
12 Íd., anejo XLVII, págs. 157-180. 
13 Véase la Minuta del 2 de junio de 2021. Íd., anejo LI, págs. 186-188. 
14 Véase Minuta del 13 de agosto de 2021. Íd., anejo LV, pág. 298. 
15 TPO, página 29, líneas 1-6. 
16 Íd., pág. 32, líneas 2-6. 
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años 2013-2016, respectivamente, y una certificación corporativa de 

la parte apelada con fecha de 12 de marzo de 2021. 

El 16 de diciembre de 2021, el TPI dictó la Sentencia apelada. 

Mediante ésta, concluyó que Power Comm tuvo un aumento en sus 

ventas durante los años 2014 y 2015. No obstante, resolvió que para 

el año 2016, luego del incumplimiento del Municipio, las ventas 

tuvieron una reducción de $47,479.00. Añadió que, como 

consecuencia del impago, el Municipio detuvo la contratación con 

Power Comm, ocasionándole pérdidas adicionales en las ventas. Por 

lo que, ordenó al Municipio pagar a la parte apelada $28,000.00 por 

los servicios prestados y no pagados y $117, 477.00 por concepto de 

daños contractuales. Además, le condenó al pago de $3,000.00 por 

honorarios de abogado y al pago de las costas y gastos incurridos 

por Power Comm en el litigio.   

Inconforme, el Municipio presentó el recurso ante nos e 

imputó al TPI los siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal de Instancia al imponerle al Municipio el 
pago de $117,477.00 por concepto de daños, a pesar de 
que los mismos se basan en meras especulaciones; no en 
prueba específica y detallada que conste en el récord, y 
de que tampoco se demostró relación causal entre la 
deuda reclamada y los daños alegados. 
 

2. Erró el Tribunal de Instancia al imponerle al Municipio 
una responsabilidad mayor a los límites establecidos en 
el Artículo 15.004 de la Ley de Municipios Autónomos. 

 
3. Erró el TPI al imponerle al Municipio honorarios de 

abogado por temeridad.  
 

El Municipio adujo que la parte apelada no alegó con 

especificidad los daños especiales, ni demostró una relación causal 

entre la deuda y los presuntos daños. Por lo cual, argumentó que 

era improcedente la cuantía concedida por el TPI por concepto de 

daños contractuales. A su vez, arguyó que no procedía imponerle 

honorarios de abogado al Municipio.  

En su alegato suplementario, el Municipio reiteró que el Ing. 

Ramos Seda no estableció los alegados daños y tampoco estableció 
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la relación causal entre el acto del Municipio y los supuestos daños 

reclamados. Argumentó que la parte apelada tomó la decisión 

voluntaria de no licitar más para el Municipio ni para ninguna otra 

agencia del Gobierno. 

Por su parte, Power Comm alegó que se vio privada de realizar 

otros proyectos debido al incumplimiento del Municipio. Alegó que 

el TPI tuvo ante sí la prueba admitida y el pleito fue adjudicado de 

forma balanceada. Arguyó que, en ese ejercicio, existía ausencia de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto por parte del TPI, 

por lo que, no procedía intervenir con la determinación de dicho foro. 

Señaló que, como reconoció el Municipio en la Apelación, la 

valoración de los daños conlleva cierto grado de especulación. No 

obstante, arguyó que en este caso la valoración de los daños 

realizada por el TPI estuvo apoyada en la prueba admitida, no 

controvertida por el Municipio, y en la credibilidad que le mereció el 

testimonio del Ing. Ramos Seda. 

Dicha parte adujo que se vio obligado a cerrar la división de 

consultoría y trabajos de ingeniería de Power Comm a consecuencia 

directa de no recibir la suma adeudada por el Municipio. Además, 

esgrimió que tuvo que reestructurar la compañía para crear la 

división de energía renovable.   

En vista de los errores imputados y los argumentos de las 

partes, pormenorizaremos las normas jurídicas aplicables. 

III. 

A. 

Las obligaciones consisten “en dar, hacer o no hacer una cosa” 

Art. 1041 del entonces vigente Código Civil de 193017. Estas, “nacen 

de la ley, de los contratos de los cuasicontratos, y de los actos y 

omisiones ilícitas o en que intervenga cualquier género de culpa o 

 
17 31 LPRA ant. sec. 2991. 
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negligencia.”  Art. 1042 del entonces vigente Código Civil de 1930.18 

A su vez, “los contratos existen desde que una o varias personas 

consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar alguna cosa 

o a prestar algún servicio”.  Art. 1206 del entonces vigente Código 

Civil de 193019; García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 

885-886 (2008).  Estos se perfeccionan y obligan desde el mero 

consentimiento. Art.1210 del entonces vigente Código Civil de 

1930.20 Además, deben concurrir los siguientes requisitos: (1) 

consentimiento de los contratantes; (2) objeto cierto que sea materia 

del contrato; y (3) causa de la obligación que se establezca.  Art. 

1213 del entonces vigente Código Civil de 193021; García Reyes v. 

Cruz Auto Corp., supra, págs. 885-886. Una vez concurren las 

condiciones esenciales para su validez, el contrato es obligatorio. 

Art. 1230 del entonces vigente Código Civil de 1930.22 

En caso de obligaciones recíprocas, el Art. 1077 del Código 

Civil de 1930 disponía que la facultad de resolver un contrato se 

entendería implícita en circunstancias en las que uno de los 

obligados no cumpliere con la parte que le correspondía.23 

Asimismo, el Art. 1054 del Código Civil de 1930 establecía que: 

“[q]uedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios 

causados, los que en el cumplimiento de sus obligaciones 

incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier 

modo contravinieren al tenor de aquéllas”.24  

Es norma reiterada, que las “acciones derivadas de contratos 

tienen por objeto que se cumplan las promesas contractuales sobre 

las que las partes de un contrato otorgaron su consentimiento”. 

Ramos v. Orientalist Rattan Furn., Inc., 130 DPR 712, 721 

 
18 31 LPRA ant. sec. 2992. 
19 31 LPRA ant. sec. 3371. 
2031 LPRA ant. sec. 3375. 
21 31 LPRA ant. sec. 3391. 
22 31 LPRA ant. sec. 3451. 
23 31 LPRA ant. sec. 3052. 
24 31 LPRA ant. sec. 3018 
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(1992); Ocasio Juarbe v. Eastern Airlines, Inc., 125 DPR 410, 419 

(1990). Para que proceda una acción ex contractu se exige que “al 

daño le preceda una relación jurídica entre las partes concernidas”. 

Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880, 909 

(2012). Por lo que, solamente procederá la acción de daños 

contractuales cuando el daño surja exclusivamente como resultado 

del incumplimiento de una obligación que específicamente se pactó. 

Íd., págs. 909-910. Es decir, el daño no ocurriría sin la existencia de 

esa obligación. Íd. “La indemnización de daños y perjuicios 

comprende no sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, sino 

también el de la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor, 

salv[o] las disposiciones contenidas en los artículos siguientes”. Art. 

1059 del Código Civil de 1930.25 El término prescriptivo para 

presentar una reclamación por daños contractuales era de quince 

(15) años, según disponía el Art. 1864 del Código Civil de 1930.26  

Por otra parte, nuestro ordenamiento jurídico reconoce dos 

tipos de daños, a saber, daños especiales y daños generales. Nieves 

Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 845 (2010).  Los especiales 

“se refieren a toda aquella pérdida que recae sobre bienes objetivos, 

pues estos daños admiten valoración económica debido a que 

impactan directamente el patrimonio del perjudicado”. Íd. Los daños 

generales “son los infligidos a las creencias, los sentimientos, la 

dignidad, la estima social o la salud física o psíquica del 

perjudicado”. Íd.   

Nuestro ordenamiento jurídico requiere que quien reclame 

daños especiales detalle el concepto de las partidas afectadas, de 

manera que pueda cuantificarse toda consecuencia al patrimonio. 

Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 DPR 408, 431 (2005). Aunque pueda 

existir algún grado de incertidumbre, el tribunal puede, a tenor con 

 
25 31 LPRA ant. sec. 3023. 

26 31 LPRA ant. sec. 5294. 
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los hechos particulares de cada caso, la prueba admitida y los 

criterios establecidos, determinar una cuantía razonable para 

indemnizar al perjudicado por los daños especiales reclamados. Íd. 

Véase, además, Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 685, 700 

(1999). El juzgador concederá los daños a base de la prueba 

presentada, “procurando siempre que la indemnización no se 

convierta en una industria -Atile v. McClurg, 87 DPR 865 (1963)- y 

se mantenga su sentido remediador, no punitivo. Vela de Valentín 

v. E.L.A., 84 D.P.R. 112 (1961)”. Íd. 

En esa línea, de ordinario, los foros apelativos no deben 

intervenir con el estimado de los daños que realice el Tribunal de 

Primera Instancia. Íd. Excepcionalmente, podrá intervenir en los 

casos en que las cuantías sean ridículamente bajas o 

exageradamente altas. Íd. Véase, además, Quiñones v. Manzano, 

141 DPR 139 (1996); Cotto v. Ríos, 140 DPR 604 (1996). La parte 

que solicite la modificación de la cuantía debe demostrar las 

circunstancias que lo justifican. Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 

supra, pág. 700.  

B. 

Como regla general, los foros apelativos no debemos intervenir 

con las determinaciones de hechos de los tribunales de primera 

instancia, su apreciación sobre la credibilidad de los testigos y el 

valor probatorio conferido a la prueba presentada en sala. González 

Rivera v. Robles Laracuente, 203 DPR 645, 665 (2019) 

(Resolución), Opinión de Conformidad emitida por el Juez Asociado 

señor Feliberti Cintrón; Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 

750, 770-771 (2013); S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 

DPR 345, 356 (2009). Ello, salvo que se demuestre que el Tribunal 

de Primera Instancia incurrió en pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto. Íd. Esta norma de deferencia judicial está apoyada 

en que la tarea de apreciación de la prueba testifical está llena de 
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elementos subjetivos y es el foro de primera instancia quien está 

mejor posición para aquilatarla. González Rivera v. Robles 

Laracuente, supra; Muñiz Noriega v. Muñiz Bonet, 177 DPR 967, 

986-987 (2010); Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 

771; Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 (2001). Los foros apelativos 

solo contamos con “récords mudos e inexpresivos”. González Rivera 

v. Robles Laracuente, supra; Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 

291 (2001) citando a Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 

721, 728 (1984). Por lo cual, las decisiones del tribunal de primera 

instancia están revestidas de una presunción de corrección. López 

García v. López García, 200 DPR 50 (2018); Vargas Cobián v. 

González Rodríguez, 149 DPR 859 (1999).  

A tenor con ello, la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V., R. 42.2, dispone que “[l]as determinaciones de hechos 

basadas en testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos que 

sean claramente erróneas, y se dará la debida consideración a la 

oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador para juzgar la 

credibilidad de las personas testigos”. Sólo podremos intervenir con 

estas conclusiones cuando la apreciación de la prueba no represente 

el balance más racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 

prueba. González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 

746 (2011). Por tal razón, se ha establecido que, en ausencia de 

prejuicio, parcialidad, error manifiesto o abuso de discreción, de 

ordinario, el pronunciamiento del tribunal de primera instancia será 

sostenido en toda su extensión por el tribunal intermedio. Sucn. 

Rosado v. Acevedo Marrero, 196 DPR 884 (2016); Trans-Oceanic 

Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689 (2012). 

Al respecto, “[u]n tribunal puede incurrir en abuso de 

discreción cuando el juez ignora sin fundamento algún hecho 

material; cuando el juez le concede demasiado peso a un hecho 

inmaterial y funda su decisión principalmente en ese hecho 
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irrelevante, o cuando este, a pesar de examinar todos los hechos del 

caso, hace un análisis liviano y la determinación resulta 

irrazonable.” Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724 (2018); 

Pueblo v. Custodio Colón, 192 DPR 567, 588-589 (2015). Por otra 

parte, el Tribunal Supremo en Pueblo v. Toro Martínez, 200 DPR 

834, 859 (2018), estableció que: 

[…] un juzgador incurre en pasión, prejuicio o parcialidad si 
actúa “movido por inclinaciones personales de tal intensidad 
que adopta posiciones, preferencias o rechazos con respecto a 

las partes o sus causas que no admiten cuestionamiento, sin 
importar la prueba recibida en sala e incluso antes de que se 
someta prueba alguna”. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 
DPR 750, 782 (2013). Por otro lado, enunciamos que se 
consideran claramente erróneas las conclusiones del foro 
revisado “si de un análisis de la totalidad de la evidencia, este 
Tribunal queda convencido de que se cometió un error, […] 
[porque] las conclusiones están en conflicto con el balance más 
racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la evidencia 
recibida”. Íd., pág. 772, al citar a Abudo Servera v. A.T.P.R., 
105 DPR 728, 731 (1977). Es decir, consideramos que se 
incurre en un error manifiesto cuando “la apreciación de esa 
prueba se distancia de la realidad fáctica o es inherentemente 
imposible o increíble”. (Énfasis suplido). Pueblo v. Irizarry, 156 
DPR 780, 816 (2002). 
Este estándar de revisión, por ejemplo, restringe nuestra 
facultad para sustituir el criterio del foro primario a escenarios 
en que de la prueba admitida no exista base suficiente que 
apoye tal determinación. Íd. […].  
 

Ahora bien, la alegación de una parte de que el foro primario 

erró al apreciar la prueba, adjudicar credibilidad o determinar los 

hechos, no debe hacerse ligeramente. Dávila Nieves v. Meléndez 

Marín, supra, pág. 775. Así pues, la parte que “señale que el 

juzgador actuó mediando pasión, prejuicio o parcialidad debe 

sustentar sus alegaciones con evidencia suficiente […].” Íd. Es decir, 

quien impugne una sentencia o resolución deberá presentar 

evidencia sustancial que derrote la presunción de corrección que 

cobija la decisión del Tribunal de Primera Instancia. Esto es, 

evidencia que en una mente razonable pueda aceptarse como 

adecuada para sostener una conclusión. Vázquez Cintrón v. Banco 

Desarrollo, 171 DPR 1, 25 (2007).  
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C. 

La imposición de honorarios de abogado por temeridad está 

regulada por la Regla 44.1 (d) de Procedimiento Civil, supra, R. 44.1 

(d). La misma prescribe: “En caso de que cualquier parte o su 

abogado o abogada haya procedido con temeridad o frivolidad, el 

tribunal deberá imponerle en su sentencia al responsable el pago de 

una suma por concepto de honorarios de abogado que el tribunal 

entienda correspondan a tal conducta”.  

La conducta que amerita la imposición de honorarios de 

abogado por temeridad es aquella que haga necesario un pleito que 

se pudo evitar o que ocasione gestiones evitables. El propósito de la 

imposición de honorarios de abogado en casos de temeridad es 

establecer una penalidad a un litigante perdidoso que, por su 

terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte a 

innecesariamente asumir las molestias, gastos, trabajos e 

inconvenientes de un pleito. Andamios de Puerto Rico, Inc. v. 

Newport Bonding, 179 DPR 503, 519-520 (2010); Blas v. Hosp. 

Guadalupe, 146 DPR 267, 334 (1998); Fernández v. San Juan 

Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 718 (1987).  

Las instancias, en las que el  Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha reconocido que una parte actúa de forma temeraria,  se 

constituyen cuando: (1) contesta la demanda y niega 

responsabilidad total pero posteriormente la acepta, (2) se defiende 

injustificadamente de la acción, (3) cree que la cantidad reclamada 

es exagerada y es la única razón que tiene para oponerse a las 

peticiones del demandante, y no admite su responsabilidad 

pudiendo limitar la controversia a la fijación de la cuantía a ser 

concedida, (4) se arriesga a litigar un caso del que se desprende 

prima facie su responsabilidad, y (5) niega un hecho que le consta 

es cierto a quien hace la alegación. COPR v. SPU, 181 DPR 299, 342 



 
 

 
KLAN202200079 

 

14 

(2011); Blas v. Hosp. Guadalupe, supra, pág. 335; Fernández v. 

San Juan Cement Co., Inc., supra, pág. 719. La imposición de 

honorarios de abogado por temeridad es una facultad discrecional 

del tribunal que no será variada, a menos que la misma constituya 

un abuso de discreción. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 

supra, pág. 926; Andamios de Puerto Rico, Inc. v. Newport 

Bonding, supra, pág. 520.  

Ahora bien, la Regla 44.1 (d) de las de Procedimiento Civil, 

supra, R. 44.1 (d), expresamente dispone que en aquellos casos en 

los que el “Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 

agencias o instrumentalidades haya procedido con temeridad o 

frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia una suma 

por concepto de honorarios de abogado, excepto en los casos en que 

esté expresamente exento por ley del pago de honorarios de 

abogado”. El Art. 15.005 de la Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, 

conocida como la Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico (Ley 

de Municipios Autónomos), establecía que la sentencia dictada 

contra cualquier municipio al amparo del Artículo 15.003 de la 

citada Ley “no incluirá, en ningún caso, el pago de intereses por 

período alguno anterior a la sentencia, ni concederá daños punitivos 

ni impondrá honorarios de abogados. La imposición de costas se 

regirá por el procedimiento ordinario”.27 El citado Art. 15.003 se 

refiere a acciones sobre daños y perjuicios contra los municipios.  

El Tribunal Supremo, al interpretar el Art. 15.005 de la Ley 

de Municipios Autónomos, supra, y las Reglas 44.1 (d) y 44.3 (b) de 

Procedimiento Civil, supra, R. 44.1 (d) y 44.3 (b) (intereses por 

temeridad)), ha reiterado que la prohibición de imponer a los 

municipios el pago de intereses, daños punitivos y honorarios de 

abogado aplica solamente a casos sobre daños y perjuicios y cobro 

 
27 21 LPRA ant. sec. 4705. 
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de dinero. Ortiz y otros v. Mun. de Lajas, 153 DPR 744, 756-757 

(2001). 

IV. 

 En el caso de marras, como primer error, el Municipio imputó 

al TPI haber errado al conceder a la parte apelada la cantidad de 

$117,477.00 por concepto de daños contractuales. Arguyó que 

dicha concesión estaba basada en especulaciones y no en prueba 

específica y detallada. Además, señaló que no se demostró una 

relación causal entre la deuda reclamada y los daños alegados.  

 Según pormenorizamos, nuestro ordenamiento jurídico 

requiere que el juzgador conceda los daños a base de la prueba 

presentada. Riversa v. Tiendas Pitusa, Inc., supra, pág. 700. En 

específico, sobre daños contractuales, es norma reiterada que solo 

procederán cuando el daño surja exclusivamente como resultado del 

incumplimiento de una obligación específicamente pactada en un 

contrato. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., supra, págs. 

909-910. Por lo que, examinaremos pormenorizadamente la TPO y 

la prueba admitida a la luz de las normas jurídicas aplicables. 

  El TPI concluyó que Power Comm se “vio imposibilitado” de 

licitar otros proyectos debido a la falta de pago de la suma adeudada 

por el Municipio. Sin embargo, la prueba testifical consistentemente 

demostró que el Ing. Ramos Seda fue quien decidió no participar 

más de las subastas del Municipio y del Gobierno. Fue una acción 

voluntaria de la compañía. La parte apelada no demostró que la falta 

de la cuantía adeudada por el Municipio le privara de participar en 

subastas. Ni siquiera la parte apelada aludió específicamente a 

alguna subasta de la cual se vio impedida de participar por la falta 

del dinero adeudado. Por el contrario, el Ing. Ramos Seda atestó 

reiteradamente que la razón por la que decidió cerrar la división de 
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servicios profesionales y dejó de licitar con el Municipio y el Gobierno 

fue que “perdió la fe en el proceso”.28  

El testimonio del Ing. Ramos Seda estableció que el contrato 

con el Municipio era el único que Power Comm ostentaba con una 

entidad gubernamental al momento de los hechos alegados en la 

demanda.29 No obstante, el Municipio decidió no renovar el 

contrato.30 La falta de renovación del contrato con el Municipio, 

ciertamente, produjo una merma en las ventas de Power Comm en 

el año 2016.31 Empero, no procede penalizar al Municipio e 

imponerle una cuantía en daños por decidir no renovar el contrato 

con la parte apelada. Adviértase que de la evidencia desfilada se 

desprende palmariamente que el Municipio no impidió a la parte 

apelada participar de subastas municipales o gubernamentales.  

Tampoco la parte apelada demostró cómo la falta de los 

$28,000.00 adeudados le privó licitar nuevamente. Más bien, el Ing. 

Ramos Seda reiteró que, ante la falta de pago, fue una decisión suya 

el no participar más de subastas y cerrar la división de servicios 

profesionales. A base de lo anterior, no podemos concluir que la 

causa de la pérdida de ingresos (daño reclamado por la parte 

apelada) se debiera directamente a la deuda de $28,000.00. 

Por lo que el TPI erró al determinar que la cantidad de 

$28,000.00 le provocó daños contractuales a Power Comm. La parte 

apelada no demostró el nexo causal entre el impago y los daños 

alegados (no poder licitar y realizar otros proyectos). Por el contrario, 

surge claramente de la prueba presentada que la determinación de 

no participar de subastas con el Gobierno y el Municipio fue una 

decisión voluntaria del Presidente de Power Comm. Por lo que, no 

 
28 TPO, página 12, líneas 3-18. 
29 Íd., pág. 35, líneas 18-21. 
30 Íd., pág. 11, líneas 13-24; pág. 28, líneas 19-24. 
31 Véase, además, íd., pág. 32, líneas 2-6. 
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procede el pago de $117, 477.00 por daños contractuales. El TPI 

cometió el primer error imputado. 

En el segundo error, la parte apelante señaló que el TPI erró 

al imponerle al Municipio una responsabilidad mayor a la 

establecida en el Art. 15.004 de la Ley de Municipio Autónomos, 

supra. Conforme a lo antes resuelto con relación al primer error, 

resulta innecesario pronunciarnos sobre el segundo error señalado 

por la parte apelante. 

En el tercer error, el Municipio alegó que el TPI erró al 

imponerle honorarios de abogado por temeridad al Municipio. 

Conforme a las normas jurídicas pormenorizadas, no procede la 

imposición de honorarios de abogado en los casos sobre cobro de 

dinero contra los municipios. En cuanto a la causa de acción por 

daños contractuales, tampoco procede imponer honorarios de 

abogado por temeridad en las circunstancias del caso de autos. 

Aunque el Municipio reconoció que adeudaba $28,000.00 a la parte 

apelada, Power Comm no demostró que los daños, si alguno, fuesen 

causados por el monto adeudado. Por lo que, en forma alguna 

procede determinar que el Municipio actuó temerariamente. El TPI 

cometió tercer el error imputado. 

Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso de la TPO y del 

expediente del caso de marras en su totalidad, resolvemos que el TPI 

erró al imponer al Municipio el pago por daños contractuales y 

honorarios de abogado por temeridad. La apreciación de la prueba 

del foro a quo no representa “el balance más racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba”. González Hernández v. 

González Hernández, supra. En consecuencia, procede revocar la 

Sentencia apelada en torno a las cuantías concedidas por daños 

contractuales y honorarios de abogado. 
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V. 

 Por los fundamentos expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada en cuanto a la concesión de daños contractuales e 

imposición de honorarios de abogado. Se confirma en todos los 

demás extremos. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

  

 
 


